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A. Identificación

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán (CODHEY), a través de su Centro de Investigación Aplicada en Derechos Humanos «Digna Ochoa y Plácido», conforma el Mecanismo Independiente de Monitoreo Estatal de la Convención sobre los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad de Yucatán, integrado por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán; así como por la sociedad civil, integrada por Rosa Marlene Cahun May, representante de discapacidad motriz; Verónica Edith Rosas Ortega, experta; Jorge Antonio Canto Herrera, representante de discapacidad auditiva; Ayax Mateo Agassini Aguilar, representante de discapacidad motriz; Renata Edith Pérez Zamudio, representante de discapacidad psicosocial; Eduardo Javier Paredes Roca, representante de la Asociación de Deportes para Personas con Discapacidad Auditiva del Estado de Yucatán, A.C.; Melissa Escamilla Pérez, activista de discapacidad intelectual; Emelia Hernández Payán, de la Red Incluyente por la Discapacidad A.C.; Obeder Montuy Guerra, de la Red Incluyente por la Discapacidad A.C.; María Luisa de la Paz Pardo Cue, activista de las personas con discapacidad psicosocial; y Pedro Antonio Escalante Marín, representante de discapacidad motriz.


B. Interés de participar en el proyecto de directrices sobre discriminación interseccional contra mujeres y niñas con discapacidad.

Quienes suscribien tienen el interés de visibilizar la intersección entre el patriarcado y el capacitismo como sistemas de discriminación estructural. Nuestro interés es contribuir en acciones y estrategias incluyentes, anticapacitistas y antipatriarcales que beneficien el respeto, garantía, protección y promoción de los derechos humanos. 

C. Por lo tanto, consideramos los siguientes comentarios:

12.   	En su Comentario General nº 6 (2018) sobre igualdad y no discriminación, el Comité ha señalado que las leyes y políticas nacionales a menudo carecen de un reconocimiento de la discriminación múltiple e interseccional, y ha aclarado que la protección efectiva contra la discriminación por cualquier motivo requiere su reconocimiento explícito en la ley y la política[1], la provisión de remedios y sanciones eficaces, la recopilación de datos desagregados en categorías interseccionales, la sensibilización y formación, y la interpretación de los artículos 6 y 7 como transversales e ilustrativas de las obligaciones de la Convención de abordar formas destacadas de discriminación interseccional.[2]

Comentario sobre el párrafo 12: 
Resulta necesario incluir de forma expresa la mención a los mecanismos que promuevan la participación de mujeres, niñas y adolescentes con discapacidad. Esta consideración parte de la necesidad de reconocer y visibilizar las barreras de género. Es importante considerar la participación de acuerdo a la condición de discapacidad, haciendo los ajustes razonables necesarios.  

20.   	El Comité recuerda, como se aclaró en el Comentario General nº 6 (2018), que existe una distinción cualitativa entre discriminación múltiple e interseccional.  Discriminación interseccional surge de la interacción de varios fundamentos de tal manera que son inseparables y producen patrones de desventaja distintos, únicos y acumulados. Estos motivos pueden incluir, entre otros, edad, casta, ciudadanía, color, clase, descendencia, discapacidad, género, expresión de género, identidad de género, origen indígena o social, estado civil, estatus migratorio o refugiado, nacionalidad, origen nacional, idioma, opinión política u otra cosa, origen racial o étnico, región, religión, sexo, características sexuales, orientación sexual y otro estatus.[1] Los marcos antidiscriminación deben reconocer la diversidad de las mujeres con discapacidad, prestando especial atención a las más marginadas, como las mujeres sordociegas y las mujeres con discapacidades intelectuales y/o psicosociales.

Comentario al párrafo 20: 
Considerar utilizar el término “en situación de discriminación” en lugar de “marginadas”, para así evitar ejemplificar, ya que siguiendo el modelo de derechos humanos, la discapacidad resulta de la interacción del entorno, por lo que dependiendo del contexto, una mujer o niña con una condición de discapacidad puede verse en una situación particular de vulnerabilidad que en otro lugar, tal vez no estaría. Además, consideramos necesario enfocar el análisis interseccional desde los impactos diferencias, más allá de una simple suma de categorías sospechosas de discriminación . Por otro lado, en relación con el concepto de «casta», que si bien corresponde a una categoría de discriminación reconocida en el ámbito internacional de los derechos humanos, se considera pertinente aclarar su alcance conceptual o contextualizarlo en una nota explicativa, ya que en algunos contextos regionales y locales, particularmente en Yucatán, México, el término posee connotaciones históricas asociadas a procesos de discriminación étnico-racial y colonial, lo que podría generar interpretaciones diversas respecto de su significado en el presente instrumento.
Por otro lado, consideramos necesario utilizar el término «en situación de discapacidad» en lugar de «marginadas». Desde el modelo social de derechos humanos, la discapacidad y la exclusión resultan de la interacción con el entorno; no son una condición inherente a la persona. Además, alineándonos con las observaciones de la CEDAW, el análisis interseccional no debe ser una simple suma de «categorías sospechosas» o motivos de discriminación, sino centrarse en los impactos diferenciados. Por ejemplo, una mujer indígena con discapacidad psicosocial o una mujer sorda en una comunidad rural enfrentan violencias muy específicas y diferenciadas que el Estado suele invisibilizar en sus rutas y marcos de acceso a la justicia.

33.   	La intersección de estereotipos de género y suposiciones capacitistas aumenta la segmentación, especialmente para quienes dependen de herramientas digitales para la comunicación o el apoyo y/o para quienes están sujetos a tutela y otros regímenes de toma de decisiones sustitutos. Los mecanismos de notificación inaccesibles, la falta de diseño universal y características de accesibilidad, la negación de capacidad legal y la limitada alfabetización digital dificultan la notificación de casos, restringen el acceso a recursos y conducen a la exclusión de mujeres y niñas con discapacidad de la participación cívica y política digital.

Comentario al párrafo 33: 
Se considera importante agregar, que debido a la interseccionalidad, muchas mujeres y niñas en situación de discapacidad que viven en situación de pobreza, no tienen acceso a medios digitales y mucho menos a unos adaptados a sus necesidades, por lo que ese factor también deriva y agrava su exclusión. Asimismo, resaltamos la importancia de garantizarles medios accesibles y entornos digitales seguros libres de violencia y discriminación. Máxime, es necesario considerar el contexto de ciertas regiones donde muchas mujeres y niñas en situación de discapacidad no tienen acceso a dispositivos, internet, ni a tecnologías adaptadas (como plataformas de denuncia con interpretación en Lengua de Señas Mexicana o lectores de pantalla), en el servicio público en la atención y acceso a la justicia con las mujeres sordas.

46.   	El Comité ha instado a los Estados a garantizar entornos escolares seguros, inclusivos y sensibles al género, proporcionar instalaciones de higiene menstrual accesibles, combatir estereotipos de género dañinos, recopilar datos desagregados y adoptar medidas específicas para prevenir el abandono escolar y garantizar la educación continua de niñas y adolescentes con discapacidad en igualdad de condiciones con los demás. Además, ha subrayado la necesidad de una educación interseccional que desafíe los estereotipos de género y discapacidad, así como la representación estereotipada de mujeres y niñas con discapacidad en los libros de texto.



Comentario 46: 
Considerar la necesidad de dotar de ajustes razonables para garantizar el derecho a la educación de niñas con discapacidad; esto incluye a los materiales de lectura en formatos accesibles, de fácil lectura y en sistema braille, además de visuales o vídeos con subtítulos. Es necesario rescatar que no basta con la implementación de becas, sino de una infraestructura verdaderamente accesible, currículas en formatos incluyentes y procesos de educación y capacitación docente obligatoria para erradicar los estereotipos patriarcales y capacitistas que mantenen a las niñas y mujeres en situación de discapacidad en un contexto de desigualdad estructural.


80.   	La participación debería ir más allá de la consulta y a co-diseñar y tomar decisiones compartidas, reconociendo a mujeres, adolescentes y niñas con discapacidad como titulares de derechos y expertas en sus propias vidas. Los Estados parte deben fortalecer y proporcionar financiación predecible y accesible a organizaciones, grupos y sectores liderados por mujeres con discapacidad en toda su diversidad y garantizar su participación en espacios de toma de decisiones locales, nacionales, regionales e internacionales.

Comentario al párrafo 80: 
Se considera necesario mencionar de manera explícita que la participación de mujeres y niñas en situación de discapacidad debe de ser en todos los pasos de la política pública; desde el diseño, la aplicación, así como el seguimiento y rendición de cuentas. 

G. Educación. (artículo 24)
 
74.   	Los Estados Parte deben adoptar medidas específicas, adecuadamente dotadas de recursos y con plazos definidos para prevenir el abandono escolar de adolescentes y niñas con discapacidad y garantizar su acceso a una educación inclusiva, de calidad, gratuita y segura, cerca de donde viven los niños, en todos los niveles y sin segregación. También deben proporcionar adaptaciones razonables y apoyo individualizado y adaptado al género. Deben proporcionar aseos accesibles y gestión de la salud menstrual e higiene inclusiva para personas con discapacidad, incluyendo productos menstruales asequibles y/o gratuitos, y garantizar el acceso al agua, saneamiento e higiene (WASH). Los Estados Parte también deben garantizar que el idioma de instrucción, el uso de la tecnología y los métodos de evaluación incluyan a mujeres, adolescentes y niñas con discapacidad.
 
Comentario al párrafo 74: 
Se considera necesario mencionar la necesidad de incluir educación digital, garantizando que las niñas y mujeres con discapacidad puedan acceder a entornos virtuales seguros así como el conocimiento adecuado para usarlos. Además, recomendamos considerar los sistemas alternativos de comunicación, por ejemplo la Lengua de Señas, el sistema Braille, tableros de comunicación, entre otros, incluyendo procesos formativos y educativos con aprendizaje significativo para las personas docentes.

76.   	Los Estados parte deben prohibir y sancionar la discriminación, incluyendo el acoso sexual y el despido relacionado con el embarazo; garantizar un alojamiento razonable y lugares de trabajo accesibles; abordar las brechas salariales y la segregación ocupacional y eliminar el empleo protegido. También deberían adoptar medidas específicas y adecuadamente dotadas de recursos para promover la autonomía económica de mujeres, adolescentes y niñas con discapacidad; y garantizar el acceso a la protección social, la protección de la maternidad y mecanismos efectivos de quejas y remedios adaptados al género y a la discapacidad.

Comentario al párrafo 76:
Considerar la continuidad permanente de los servicios y ajustes razonables, garantizando la permanencia en el mercado laboral de las mujeres con discapacidad. Es necesario reconocer expresamente la discriminación interseccional que enfrentan las mujeres y niñas de pueblos originarios en situación de discapacidad, considerando las barreras lingüisticas, geográficas, culturales y de acceso a servicios. Por otro lado, se considera importante reconocer que la discriminación interseccional que enfrentan las mujeres y niñas en situación de discapacidad puede verse agravada por factores económicos estructurales. En particular, los sistemas de opresión y el capitalismo han categorizado y jerarquizado a las personas en función de criterios de productividad, competitividad y capacidad de generar ingresos, lo que puede reforzar prácticas capacitistas y profundizar la exclusión de quienes no se ajustan a dichos parámetros. Esta situación afecta de manera diferenciada a la diversidad de mujeres y niñas con discapacidad, quienes enfrentan mayores obstáculos para acceder a la educación, al empleo digno, a la protección social y a condiciones de vida adecuadas. En consecuencia, resulta necesario que las directrices reconozcan la relación entre discapacidad, género, pobreza y desigualdad económica, promoviendo medidas que garanticen la inclusión plena, la autonomía y la participación efectiva de las personas con discapacidad en todos los ámbitos de la vida social, económica y política.
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